
   

 

   

 

 

 

 SALA UNIPERSONAL DE DECISIÓN CIVIL 

 
PROCESO Verbal – Responsabilidad Civil Extracontractual 

DEMANDANTE María Carlina Ibargüen Palacios  

DEMANDADOS Juan Pablo Montoya Paz y otros. 

RADICADO 05001 31 03 019 2020 00214 01 

DECISIÓN Confirma auto apelado 

 

Medellín, dieciséis de mayo de dos mil veintidós 
 

El Despacho resuelve el recurso de apelación interpuesto por la demandante, 

en el asunto de la referencia. 

 

ANTECEDENTES 

 

1.1. En providencia de 28 de octubre de 2021, el Juzgado 019 Civil del Circuito 

de Medellín negó el decreto del dictamen pericial aportado por la parte 

demandante, bajo el argumento de que la experticia de pérdida de capacidad 

laboral rendida por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, fue emitida 

por petición del Fiscal 5 Local de Itagüí, con ocasión de la investigación penal 

que actualmente adelanta la Fiscalía General de la Nación, por cuenta de la 

querella que la demandante propuso frente al demandado José Hernando 

Rojas Zapata, y de acuerdo con el contenido del parágrafo único del artículo 

54 del Decreto 1352 de 2013 “Por el cual se reglamenta la organización y 

funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, y se dictan otras 

disposiciones” –, según el cual “…Los dictámenes emitidos en las actuaciones 

como perito no tienen validez ante procesos diferentes para los que fue 

requerido y se debe dejar claramente en el dictamen el objeto para el cual fue 

solicitado”.  

 

En ese contexto, el juez concluyó que la prueba pericial aportada era 

improcedente, pues decretarla iría en contradicción de la norma aludida, de 

manera que, como elemento probatorio debe ser negada. 
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1.2. Inconforme con la decisión, el extremo procesal activo interpuso recurso 

de apelación en que solicitó sea revocada y en su lugar se ordene el decreto y 

práctica del dictamen pericial aportado. 

 

Para tal efecto, adujo que si bien el juez refirió que el artículo 54 del Decreto 

1352 de 2013 le impide tener en cuenta la prueba pericial en el proceso civil, 

lo cierto es que, ese es un análisis frio, de legalidad extrema y a todas luces 

de excesivo formalismo, pues concluir que dicha normatividad permite anular 

por completo un documento que da cuenta en un alto grado de certeza de la 

extensión de las lesiones, y por ende, de los perjuicios ocasionados a la víctima, 

sería violatorio del principio de indemnización integral y el principio de libertad 

probatoria, al imponerle a la parte demandante requisitos o cargas adicionales 

para la acreditación de su pérdida de capacidad laboral, pese a que la misma 

fue dictaminada. 

 

Sostuvo que el dictamen de pérdida de capacidad laboral parte de los mismos 

métodos (valoración de historia clínica y del paciente), y que estos arrojan 

como conclusión unos valores objetivos provenientes de los diagnósticos 

médicos contrastados con el manual de calificación vigente, de allí que ordenar 

una nueva valoración se torne en un ejercicio redundante e innecesario. 

Argumentó que, en relación con la prueba trasladada, el artículo 174 del C.G.P. 

establece que las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán 

trasladarse a otro, luego, si la prueba fue practicada en el proceso penal, podía 

ser traída al proceso civil y valorada por el juez, siempre y cuando se garantice 

su contradicción por lo que se debía decretar el dictamen y ordenar la 

sustentación y contradicción en audiencia. Indicó que el juez es quien debe 

analizar las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso y otorgarles 

el mérito probatorio que corresponda al momento de emitir la sentencia, 

contrastándolas con otros medios de prueba como la historia clínica y 

testimonios, entre otras. 

 

1.3. Posteriormente, el juzgado de primer nivel en audiencia de 9 de diciembre 

de 2021, decretó de manera oficiosa dictamen pericial para que fuera 

elaborado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia, con 

el fin de determinar la pérdida de capacidad laboral de María Carlina Ibargüen 

Palacios. 
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2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. Respecto del dictamen pericial debe traerse a colación lo dispuesto en los 

artículos 226 y 227 del Código General del Proceso, normas que regulan lo 

concerniente a este medio de persuasión. 

 

“ARTÍCULO 226. PROCEDENCIA. La prueba pericial es procedente para 

verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales 

conocimientos científicos, técnicos o artísticos. 

 

Sobre un mismo hecho o materia cada sujeto procesal solo podrá 

presentar un dictamen pericial. Todo dictamen se rendirá por un perito. 

 

No serán admisibles los dictámenes periciales que versen sobre puntos 

de derecho, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 177 y 179 para 

la prueba de la ley y de la costumbre extranjera. Sin embargo, las partes 

podrán asesorarse de abogados, cuyos conceptos serán tenidos en 

cuenta por el juez como alegaciones de ellas. 

 

El perito deberá manifestar bajo juramento que se entiende prestado por 

la firma del dictamen que su opinión es independiente y corresponde a 

su real convicción profesional. El dictamen deberá acompañarse de los 

documentos que le sirven de fundamento y de aquellos que acrediten la 

idoneidad y la experiencia del perito. 

 

Todo dictamen debe ser claro, preciso, exhaustivo y detallado; en él se 

explicarán los exámenes, métodos, experimentos e investigaciones 

efectuadas, lo mismo que los fundamentos técnicos, científicos o 

artísticos de sus conclusiones. 

 

El dictamen suscrito por el perito deberá contener, como mínimo, las 

siguientes declaraciones e informaciones: 

 

1. La identidad de quien rinde el dictamen y de quien participó en su 

elaboración. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#177
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#179
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2. La dirección, el número de teléfono, número de identificación y los 

demás datos que faciliten la localización del perito. 

 

3. La profesión, oficio, arte o actividad especial ejercida por quien rinde 

el dictamen y de quien participó en su elaboración. Deberán anexarse los 

documentos idóneos que lo habilitan para su ejercicio, los títulos 

académicos y los documentos que certifiquen la respectiva experiencia 

profesional, técnica o artística. 

 

4. La lista de publicaciones, relacionadas con la materia del peritaje, que 

el perito haya realizado en los últimos diez (10) años, si las tuviere. 

 

5. La lista de casos en los que haya sido designado como perito o en los 

que haya participado en la elaboración de un dictamen pericial en los 

últimos cuatro (4) años. Dicha lista deberá incluir el juzgado o despacho 

en donde se presentó, el nombre de las partes, de los apoderados de las 

partes y la materia sobre la cual versó el dictamen. 

 

6. Si ha sido designado en procesos anteriores o en curso por la misma 

parte o por el mismo apoderado de la parte, indicando el objeto del 

dictamen. 

 

7. Si se encuentra incurso en las causales contenidas en el artículo 50, en 

lo pertinente. 

 

8. Declarar si los exámenes, métodos, experimentos e investigaciones 

efectuados son diferentes respecto de los que ha utilizado en peritajes 

rendidos en anteriores procesos que versen sobre las mismas materias. 

En caso de que sea diferente, deberá explicar la justificación de la 

variación. 

 

9. Declarar si los exámenes, métodos, experimentos e investigaciones 

efectuados son diferentes respecto de aquellos que utiliza en el ejercicio 

regular de su profesión u oficio. En caso de que sea diferente, deberá 

explicar la justificación de la variación. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr001.html#50
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10. Relacionar y adjuntar los documentos e información utilizados para la 

elaboración del dictamen. 

 

ARTÍCULO 227. DICTAMEN APORTADO POR UNA DE LAS PARTES. La 

parte que pretenda valerse de un dictamen pericial deberá aportarlo en 

la respectiva oportunidad para pedir pruebas. Cuando el término previsto 

sea insuficiente para aportar el dictamen, la parte interesada podrá 

anunciarlo en el escrito respectivo y deberá aportarlo dentro del término 

que el juez conceda, que en ningún caso podrá ser inferior a diez (10) 

días. En este evento el juez hará los requerimientos pertinentes a las 

partes y terceros que deban colaborar con la práctica de la prueba. 

 

El dictamen deberá ser emitido por institución o profesional 

especializado.”. 

 

2.2. De otro lado, el artículo 230 ibídem establece el decreto de oficio del 

dictamen pericial.  

 

“ARTÍCULO 230. DICTAMEN DECRETADO DE OFICIO. Cuando el juez lo 

decrete de oficio, determinará el cuestionario que el perito debe absolver, 

fijará término para que rinda el dictamen y le señalará provisionalmente 

los honorarios y gastos que deberán ser consignados a órdenes del 

juzgado dentro de los tres (3) días siguientes. Si no se hiciere la 

consignación, el juez podrá ordenar al perito que rinda el dictamen si lo 

estima indispensable. 

 

Si el perito no rinde el dictamen en tiempo se le impondrá multa de cinco 

(5) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales y se le informará a la 

entidad de la cual dependa o a cuya vigilancia esté sometido. 

 

Con el dictamen pericial el perito deberá acompañar los soportes de los 

gastos en que incurrió para la elaboración del dictamen. Las sumas no 

acreditadas deberá reembolsarlas a órdenes del juzgado.”. 

 

2.3. Entre las “Disposiciones Generales” del Decreto 1352 de 2013 “Por el cual 

se reglamenta la organización y funcionamiento de las Juntas de Calificación 
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de Invalidez, y se dictan otras disposiciones.”, en el Capítulo I, art. 1 en 

cuanto al campo de aplicación de dicha normativa se distingue tres clases 

de dictámenes: i) los requeridos como producto de calificaciones en primera 

oportunidad, ii) los que se requiere como segunda instancia de los 

regímenes de excepción y iii) los dirigidos a procesos.   

 

En el tercer campo mencionado, que es el que interesa al presente asunto, 

la norma los define y condiciona así:  

 

(…) 

 

3. De conformidad con las personas que requieran dictamen de 

pérdida de capacidad laboral para reclamar un derecho o para 

aportarlo como prueba en procesos judiciales o administrativos, 

deben demostrar el interés jurídico e indicar puntualmente la 

finalidad del dictamen, manifestando de igual forma cuáles son las 

demás partes interesadas, caso en el cual, las Juntas Regionales de 

Calificación de Invalidez actuarán como peritos, y contra dichos 

conceptos no procederán recursos, en los siguientes casos:  

  

a) Personas que requieren el dictamen para los fines establecidos en 

este numeral;  

b) Entidades bancarias o compañía de seguros;  

c) Personas con derecho a las prestaciones y beneficios contemplados 

en la Ley 418 de 19971.  

  

PARÁGRAFO. Se exceptúan de su aplicación el régimen especial de 

las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, salvo la actuación que 

soliciten a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez como 

peritos.  

  

En concordancia con lo anterior el art. 2 ib. establece 

 

                                                 
1 Perteneciente a la normatividad del marco legal de la Alta Consejería de Paz, Víctimas y 

Reconciliación. 
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ARTÍCULO 2°. PERSONAS INTERESADAS. Para efectos del presente 

decreto, se entenderá como personas interesadas en el dictamen y 

de obligatoria notificación o comunicación como mínimo las 

siguientes:  

  

1. La persona objeto de dictamen o sus beneficiarios en caso de 

muerte.  

2. La Entidad Promotora de Salud.  

3. La Administradora de Riegos Laborales.  

4. La Administradora del Fondo de Pensiones o Administradora de 

Régimen de Prima Media.  

5. El Empleador.  

6. La Compañía de Seguro que asuma el riesgo de invalidez, 

sobrevivencia y muerte.  

 

2.4. A ello se añade que en el Capítulo VII relativo a los “Criterios a tener 

en cuenta antes de radicar una solicitud ante las juntas regionales de 

calificación de invalidez o junta nacional”, el art. 54 establece: 

 

ARTÍCULO 54. DE LA ACTUACIÓN COMO PERITO POR PARTE DE LAS 

JUNTAS REGIONALES DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. Las 

solicitudes de actuación como peritos de las Juntas Regionales de 

Calificación de Invalidez se realizarán en los siguientes casos:  

  

a) Cuando sea solicitado por una autoridad judicial;  

b) A solicitud del inspector de trabajo del Ministerio del Trabajo, solo 

cuando se requiera un dictamen sobre un trabajador no afiliado al 

Sistema de Seguridad Social Integral;  

c) Por solicitud de entidades bancarias o compañías de seguros.  

  

Cuando la Junta Regional de Calificación de Invalidez actúe en calidad 

de perito, en materia de términos atenderá lo que para cada caso en 

particular dispongan las autoridades correspondientes, sin embargo, 

si se requieren documentos, valoraciones o pruebas adicionales a las 

allegadas con el expediente, estos serán requeridos a quienes deban 

legalmente aportarlos, suspendiéndose los términos que la misma 
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autoridad ha establecido, para lo cual deberá comunicar a esta el 

procedimiento efectuado.  

  

Todo dictamen pericial de las juntas debe ser claro, preciso, 

exhaustivo y detallado; en él se explicarán los exámenes, métodos y 

los fundamentos técnicos y científicos de sus conclusiones.  

  

PARÁGRAFO. Los dictámenes emitidos en las actuaciones 

como perito no tienen validez ante procesos diferentes para 

los que fue requerido y se debe dejar claramente en el 

dictamen el objeto para el cual fue solicitado. (Negrilla 

intencional). 

 

Todo lo anterior bajo el principio del debido proceso, rector de la actuación de 

los integrantes de las Juntas de Calificación de Invalidez, tal como se indica 

en el artículo 3 de la ley en cita.  

 

3. DEL CASO EN CONCRETO 

 

El recurso formulado plantea resolver si la decisión proferida por el juez de 

primer grado en cuanto a la negativa del decreto del dictamen pericial aportado 

por la parte demandante se encuentra ajustada a derecho, en razón a lo 

dispuesto en el artículo 54 del Decreto 1352 de 2013, o si, por el contrario, 

como el recurrente ha venido insistiendo dicha prueba debía ser decretada. 

 

La lectura sistemática de las normas que esta dependencia judicial acaba de 

transcribir permite inclinar la balanza hacia la decisión adoptada por el juez, 

pues el régimen de libertad probatoria en materia civil no alcanza para superar 

las exigencias del debido proceso, en aras del cual se reglamentó el dictamen 

pericial tanto en el Código General del Proceso como en el Decreto 1352 de 

2013, respecto al funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez. En 

efecto, la sola descripción de las declaraciones enlistadas en el art. 226 de 

dicha codificación, revela la gran diferencia en cuanto a los datos que el perito 

debe suministrar como garantía de la idoneidad e imparcialidad, lo cual sin 

embargo no resulta de tanta trascendencia como lo que tiene que ver con la 

exigencia que se hace a quien solicita el dictamen ante la junta de calificación 
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de expresar la finalidad del mismo y contra quien lo va a hacer valer para 

efectos de la “notificación o comunicación como mínimo”  que se debe hacer 

a las personas interesadas, conforme está dispuesto en el art. 2 del 

mencionado Decreto 1352 como indudable garantía del debido proceso.  

 

De allí la prohibición de que ese dictamen sea destinado a un objetivo 

distinto al que se informó ante la junta pues se habría emitido sin 

conocimiento alguno de aquel contra quien se pretende esgrimir, en 

contravía de la garantía dada por el decreto que lo regula y en contravía de 

lo previsto en el art. 29 de la Constitución Política en materia de pruebas. 

Es decir que, de ningún excesivo ritual manifiesto se puede acusar al juez, 

pues su proceder no obedece a la exigencia de una tarifa legal, sino a la 

exigencia del respeto de las formas que garantizan el debido proceso en la 

expedición del dictamen por parte de las juntas de calificación de invalidez con 

destino al proceso civil. 

  

Ahora, es de anotar que tal como el juzgado de primer nivel señaló al citar la 

Sentencia STC8427 de 2021 proferida por la Corte Suprema de Justicia en un 

caso similar, para reforzar el argumento planteado. Allí, la alta corporación 

encontró razonable la decisión del juez de hacer el control de legalidad del 

decreto de una prueba pericial elaborada por la Junta Regional de Calificación 

de Invalidez por solicitud de otra autoridad judicial en un proceso penal, a lo 

que concluyó que no había arbitrariedad ni capricho en lo resuelto. Además, 

para abundar en garantías, en el proceso civil bajo su conocimiento, el 

funcionario judicial, en audiencia inicial de 9 de diciembre de 2021, decretó de 

oficio dictamen pericial que debía ser rendido por la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez de Antioquia, sobre la pérdida de capacidad laboral de 

María Carlina Ibargüen Palacios, lo cual garantiza el debido proceso a que se 

ha hecho referencia. 

 

En consecuencia, la providencia de 28 de octubre de 2021 proferida por el 

Juzgado 019 Civil del Circuito de Medellín, debe ser confirmada. 

 

Por lo expuesto, el Despacho RESUELVE: 
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PRIMERO. CONFIRMAR la decisión adoptada en auto de 28 de octubre de 2021, 

proferida por el Juzgado 019 Civil del Circuito de Medellín. 

 

SEGUNDO. Sin condena en costas por cuanto no se causaron. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 
 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

Magistrada 
 

 


